
1. Señale la afirmación correcta en relación con los principios de la negociación de condiciones de trabajo de
los funcionarios públicos

a) Estará sujeta a los principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad
y transparencia.

b) Estará sujeta a los principios de, obligatoriedad, publicidad y transparencia.
c) Estará sujeta a los principios de legalidad, buena fe negocial.
d) Estará sujeta a los principios de publicidad y transparencia.

2. Conforme al  artículo  43  del  Estatuto  de  Autonomía  de  Canarias,  el  Parlamento  de  Canarias,  cuenta  entre
sus  funciones,  con  las  siguientes:

a) Elaborar y aprobar el estatuto del personal de la Administración de la Comunidad Autónoma y de la Presidencia
del Gobierno.

b) Las de fiscalización de la gestión económica, financiera y contable del sector público de la Comunidad Autónoma
y demás entes públicos de Canarias.

c) Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma.
d) Elegir al Titular del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

3. De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  7.2  de  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, en relación con el consentimiento de
los  menores  de  edad,  el  tratamiento  de  los  datos  de  los  menores  de  catorce  años,  fundado  en  el
consentimiento:

a) Solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de
la patria potestad o tutela.

b) Solo será lícito aunque no conste el  del  titular de la patria potestad o tutela,  con el  alcance que determinen los
titulares de la patria potestad o tutela.

c) Siempre será ilícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares
de la patria potestad o tutela.

d) Solo será lícito si consta el del responsable administrativo que gestione la patria potestad o tutela, con el alcance
que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.

4. .La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 19 determina que
los Concejales son elegidos:

a) Solo por el Alcalde.
b) Mediante  sufragio  universal,  igual,  libre,  directo  y  secreto,  y  el  Alcalde  es  elegido  por  los  Concejales  o  por  los

vecinos;  todo  ello  en  los  términos  que  establezca  la  legislación  electoral  general.
c) Nunca mediante sufragio universal.
d) Solo por elección directa de otros Concejales.

5. El Gobierno de Canarias está compuesto por:
a) La Presidencia,  las  personas  titulares  de  la  Vicepresidencia  y  la  Comunidad  Autónoma,  y  por  los  consejeros  o

consejeras  insulares.
b) La Presidencia y Vicepresidencia, y la Federación Canaria de Islas y Municipios.
c) La Presidencia y Vicepresidencia, así como por los diputados.
d) Las personas titulares de la Presidencia y de la Vicepresidencia y por los consejeros o consejeras.
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6. La  retribución  complementaria  destinada  a  retribuir  las  condiciones  particulares  de  algunos  puestos  de
trabajo  en  atención,  entre  otros  aspectos,  a  su  especial  dedicación,  se  denomina:

a) Paga extraordinaria.
b) Complemento específico.
c) Complemento de productividad.
d) Gratificación por servicios extraordinarios.

7. El  artículo  116  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  establece  que  la
celebración  de  contratos  por  parte  de  las  Administraciones  Públicas  requerirá  la  previa  tramitación  del
correspondiente  expediente,  que  se  iniciará:

a) Por el órgano de contratación sin necesidad de motivar la necesidad del contrato en los términos previstos en el
artículo 28 de esta Ley y que deberá ser publicado en el perfil de contratante.

b) Por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato en los términos previstos en el artículo 28 de
esta Ley, no siendo necesario su publicación en el perfil de contratante.

c) Por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato en los términos previstos en el artículo 28 de
esta Ley y que deberá ser publicado en el perfil de contratante.

d) Por el Servicio administrativo de contratación motivando la necesidad del contrato en los términos previstos en el
artículo 28 de esta Ley y que no deberá ser publicado en el perfil de contratante.

8. ¿En qué momento pueden los interesados en un procedimiento administrativo aducir alegaciones?
a) En cualquier momento antes de dictarse la resolución del procedimiento.
b) En cualquier momento anterior al trámite de audiencia.
c) Sólo al tiempo de presentar la solicitud de inicio del procedimiento.
d) En cualquier fase del procedimiento.

9. La  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones
Públicas, establece en su artículo 58 que los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano
competente:

a) Bien  por  propia  iniciativa  o  como consecuencia  de  orden  superior,  a  petición  razonada  de  otros  órganos  o  por
denuncia.

b) Solo por propia iniciativa.
c) Únicamente como consecuencia de orden superior.
d) Exclusivamente por denuncia.

10. Dispone el  artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, respecto al
expediente de contratación en contratos menores, que:

a) Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado igual o superior a 25.000 euros, cuando se trate
de contratos de suministro o de servicios.

b) Se  consideran  contratos  menores  los  contratos  de  valor  estimado  igual  a  20.000  euros,  cuando  se  trate  de
contratos  de  suministro  o  de  servicios.

c) Se  consideran  contratos  menores  los  contratos  de  valor  estimado  inferior  a  15.000  euros,  cuando  se  trate  de
contratos  de  suministro  o  de  servicios.

d) Se  consideran  contratos  menores  los  contratos  de  valor  estimado  inferior  a  5.000  euros,  cuando  se  trate  de
contratos  de  suministro  o  de  servicios.

11. De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  10.2  del  RDL  5/2015,  de  30  de  octubre,  por  el  que  se
aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley  del  Estatuto  Básico  del  Empleado  Público,  los  procedimientos  de
selección  del  personal  funcionario  interino:

a) Serán públicos, rigiéndose en todo caso por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad.
b) No tendrán por finalidad la cobertura inmediata del puesto.
c) El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección dará lugar al reconocimiento de la condición de

funcionario de carrera.
d) No serán públicos,  pero rigiéndose en todo caso por  los principios de igualdad,  mérito,  capacidad,  publicidad y

celeridad.
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12. Atendiendo al artículo 19 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas:

a) La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios electrónicos,
sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley.

b) La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas municipales, ya sea presencialmente o por medios
electrónicos, sólo será obligatoria cuando así lo determine al Alcalde-Presidente de la Corporación.

c) La comparecencia presencial de las personas ante las oficinas públicas, siempre será obligatoria, salvo que esté
debidamente justificado y por sentencia judicial se exima de dicha comparecencia al interesado.

d) La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios electrónicos,
sólo será obligatoria cuando así esté debidamente publicado en su portal web.

13. La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 12 determina que, el
término municipal:

a) Es la población sobre las que el ayuntamiento ejerce sus competencias.
b) Es la organización del ayuntamiento que ostentan competencias.
c) Es cualquier territorio en que el ayuntamiento ejerce o no sus competencias.
d) Es el territorio en que el ayuntamiento ejerce sus competencias.

14. La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 21 establece que el
Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta, entre otras, la siguiente atribución:

a) Representar al ayuntamiento pero no dirige el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Dictar instrucciones.
d) Convocar y presidir las sesiones del Comité de Empresa.

15. Según el artículo 46 de la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información
pública, la resolución en la que se conceda o deniegue el acceso a la información pública deberá notificarse
en el plazo máximo de:

a) Tres  meses  desde  la  recepción  de  la  solicitud  por  el  órgano  competente  para  resolver,  sin  posibilidad  de
ampliación.

b) Un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver, que podrá ampliarse por otro
mes  en  el  caso  de  que  el  volumen  o  la  complejidad  de  la  información  que  se  solicita  así  lo  hagan  necesario,
previa  notificación  al  solicitante.

c) Un mes desde la recepción de la solicitud por el  órgano competente para resolver,  que podrá ampliarse por un
máximo de quince días  en el  caso de que el  volumen o  la  complejidad de la  información que se  solicita  así  lo
hagan necesario,  previa  notificación  al  solicitante.

d) Dos  meses  desde  la  recepción  de  la  solicitud  por  el  órgano  competente  para  resolver,  sin  posibilidad  de
ampliación.

16. El  artículo  10  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local  determina  que
procederá la coordinación de las competencias de las entidades locales entre sí y, especialmente, con las
de las restantes Administraciones públicas:

a) Cuando  las  actividades  o  los  servicios  locales  trasciendan  el  interés  propio  de  las  correspondientes  Entidades,
incidan o condicionen relevantemente los de dichas Administraciones o sean concurrentes o complementarios de
los de éstas.

b) Cuando las actividades o los servicios locales difieran de los intereses propios de las correspondientes Entidades,
dupliquen o colisionen con obligaciones de otras Administraciones o sean distintos o contrarios a los de éstas.

c) Cuando así lo determine la Diputación del Común.
d) Cuando en el desarrollo de las actividades o los servicios locales se vulneren derechos de los interesados.
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17. El  artículo  39  de  la  Constitución  Española  insta  a  los  poderes  públicos  a  proteger,  social,  económica  y
jurídicamente  a  la  familia,  en  los  siguientes  términos:

a) Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, previa comprobación de su filiación,
y de las madres conforme al convenio regulador suscrito por la pareja. La Ley posibilitará la investigación de la
paternidad.

b) Los  padres  deben  prestar  asistencia  de  todo  orden  a  los  hijos  habidos  dentro  del  matrimonio  únicamente  y
mientras  dure  su  minoría  de  edad.  La  Ley  posibilitará  la  investigación  de  la  paternidad.

c) Los niños gozarán de la protección prevista en cada caso, conforme a las sentencias de cada Tribunal.  La Ley
posibilitará la investigación de la paternidad.

d) Los  poderes  públicos  aseguran,  asimismo,  la  protección  integral  de  los  hijos,  iguales  éstos  ante  la  ley  con
independencia  de  su  filiación,  y  de  las  madres,  cualquiera  que  sea  su  estado  civil.  La  Ley  posibilitará  la
investigación  de  la  paternidad.

18. Según el  artículo  168  del  RDL 2/2004,  de  5  de  marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley
Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  habrá  de  unirse  al  presupuesto:

a) El presupuesto de cada uno de las empresas participadas parcialmente por la entidad.
b) El presupuestos de las federaciones de municipios y provincias.
c) No procede incluir el presupuesto de cada uno de los Organismos Autónomos de la entidad.
d) El presupuesto de cada uno de los organismos autónomos integrantes del general

19. El  artículo  118  de  la  Ley  9/2017,  de  8  de  noviembre,  de  Contratos  del  Sector  Público,  en  los  contratos
menores  la  tramitación  del  expediente  exigirá:

a) No en todos los casos la emisión de un informe del  órgano de contratación justificando de manera motivada la
necesidad  del  contrato  y  que  no  se  está  alterando  su  objeto  con  el  fin  de  evitar  la  aplicación  de  los  umbrales
descritos  en  el  apartado  anterior  de  dicho  artículo.

b) Siempre  la  emisión  de  un  informe  del  órgano  responsable  de  fiscalización  justificando  de  manera  motivada  la
necesidad  del  contrato  y  que  no  se  está  alterando  su  objeto  con  el  fin  de  evitar  la  aplicación  de  los  umbrales
descritos  en  el  apartado  anterior  de  dicho  artículo.

c) En  ningún  caso  la  emisión  de  un  informe  del  órgano  de  contratación  justificando  de  manera  motivada  la
necesidad  del  contrato  y  que  no  se  está  alterando  su  objeto  con  el  fin  de  evitar  la  aplicación  de  los  umbrales
descritos  en  el  apartado  anterior  de  dicho  artículo.

d) La emisión de un informe del órgano de contratación justificando de manera motivada la necesidad del contrato y
que  no  se  está  alterando  su  objeto  con  el  fin  de  evitar  la  aplicación  de  los  umbrales  descritos  en  el  apartado
anterior  de  dicho  artículo.

20. El  artículo  74  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas, establece que las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento,
incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones:

a) Suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.
b) No suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.
c) Solo suspenderán la tramitación del mismo por cuestión distinta a la recusación.
d) Siempre suspenderán la tramitación del mismo.

21. En el artículo 1 de la Constitución Española se recoge:
a) La soberanía nacional reside en el parlamento español, del que emanan los poderes del Estado.
b) La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
c) La soberanía nacional reside en el senado español, del que emanan los poderes del Estado.
d) La soberanía nacional reside en el gobierno español, del que emanan los poderes del Estado.
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22. De las funciones que se enumeran a continuación, ¿cuál no corresponde al Parlamento de Canarias?
a) Aprobar los Presupuestos de la misma.
b) Controlar políticamente la acción del Gobierno Canario.
c) Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitucional en los supuestos y en los

términos previstos en la Constitución.
d) La potestad reglamentaria.

23. Señale la afirmación correcta: Según el artículo 169 del RDL 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el
texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  en  relación  con  el  presupuesto  del
Ayuntamiento:

a) El  presupuesto  entrará  en  vigor,  en  el  ejercicio  correspondiente,  una  vez  publicado  en  la  forma  prevista  en  el
apartado  3  del  artículo  169  de  la  Ley  de  Haciendas  Locales.

b) El presupuesto pueden crear tributos y tasas.
c) El presupuesto contiene la relación de convenios suscritos por el Ayuntamiento.
d) Si  el  presupuesto  no  se  aprueba  dentro  del  primer  semestre  del  ejercicio  económico  correspondiente,  se

consideran  automáticamente  prorrogados  los  presupuestos  del  ejercicio  anterior.

24. Los municipios y provincias:
a) Gozan de autonomía política y administrativa para la gestión de sus propios intereses.
b) Gozan de autonomía política para la gestión de sus interese respectivos.
c) Gozan de una cuota de representación territorial propia en el Senado.
d) Gozan de personalidad jurídica plena.

25. Según  el  artículo  60  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común de  las
Administraciones  Públicas,  se  entiende  por  orden  superior:

a) La emitida por cualquier órgano administrativo competente para la iniciación del procedimiento.
b) La  emitida  por  un  órgano  administrativo  diferente  del  superior  jerárquico  del  competente  para  la  iniciación  del

procedimiento.
c) La emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente para la iniciación del procedimiento.
d) La emitida por un órgano administrativo de idéntica jerarquía del competente para la iniciación del procedimiento.

26. Señale la afirmación correcta, de conformidad al artículo 8.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre,
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales:

a) El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión realizada
en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos previstos en el
artículo 6.1 e)  del  Reglamento (UE) 2016/679,  cuando derive de una competencia atribuida por una norma con
rango de ley.

b) El  tratamiento  de  datos  personales  de  los  datos  de  menores  de  edad  deberá  realizarse  conjuntamente  con  el
consentimiento  del  menor  y  del  titular  de  la  patria  potestad  o  tutela.

c) Una vez concedido el  consentimiento para el  tratamiento de los datos personales se podrán utilizar los mismos
para una pluralidad de finalidades.

d) El  tratamiento  de  los  datos  de  un  afectado  deberá  dar  lugar  a  un  expediente  de  carácter  reservado  a  fin  de
guardar  el  deber  de  confidencialidad,  al  que  se  refiere  el  artículo  5.1.f)  del  Reglamento  (UE)  2016/679,  de  los
mismos.

27. El  artículo  84  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas,  determina  que  pondrán  fin  al  procedimiento:

a) La falta de presentación de solicitudes.
b) Las alegaciones.
c) La resolución, el  desistimiento, la renuncia al  derecho en que se funde la solicitud, cuando tal  renuncia no esté

prohibida por el  ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad.
d) El procedimiento no tendrá fin.
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28. El  artículo  35  de  la  Constitución  Española,  enmarcado  entre  los  derechos  y  deberes  de  los  ciudadanos,
recogidos  en  el  Titulo  primero,  afirma  que:

a) Todos  los  españoles  tienen  la  presunción  de  trabajar  y  el  derecho  al  trabajo  estable,  a  la  libre  designación  de
profesión  u  oficio,  a  la  promoción  a  través  del  esfuerzo  y  a  una  remuneración  suficiente  para  satisfacer  sus
necesidades  y  las  de  su  comunidad,  sin  límites  por  razón  de  sexo,  edad,  religión  o  condición  sexual.

b) Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a
la  promoción  a  través  del  trabajo  y  a  una remuneración  suficiente  para  satisfacer  sus  necesidades y  las  de  su
familia,  sin  que en  ningún caso pueda hacerse  discriminación  por  razón de sexo.

c) Todos  los  españoles  tienen  el  deber  de  trabajar  y  el  derecho  al  trabajo  permanente,  a  la  libre  elección  de
profesión  u  oficio,  a  la  promoción  a  través  del  trabajo  y  a  una  remuneración  suficiente  para  satisfacer  sus
necesidades  y  las  de  su  familia,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  hacerse  discriminación  por  nacionalidad,  raza,
sexo  o  discapacidad.

d) Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a
la promoción interna y a una renta básica suficiente para satisfacer sus necesidades y las de sus familiares, sin
discriminaciones.  Los  extranjeros  con  residencia  legal  también  gozarán  de  este  derecho  al  trabajo,  en  las
condiciones  que  se  hayan  establecido  con  sus  países  de  origen.

29. Las entidades locales no podrán exigir tasas por los servicios siguientes:
a) Abastecimiento de aguas en fuentes públicas.
b) Alumbrado de vías públicas.
c) Servicios  de  alcantarillado,  así  como  de  tratamiento  y  depuración  de  aguas  residuales,  incluida  la  vigilancia

especial  de  alcantarillas  particulares.
d) Limpieza de la vía pública.

30. La  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones
Públicas,  establece  en  su  artículo  70  que  se  entiende  por  expediente  administrativo:

a) Todo el conjunto de documentos obrantes en la Administración.
b) El  conjunto  ordenado  de  documentos  y  actuaciones  que  sirven  de  antecedente  y  fundamento  a  la  resolución

administrativa,  así  como  las  diligencias  encaminadas  a  ejecutarla.
c) La solicitud presentada por el interesado.
d) Una declaración responsable presentada por el interesado.

31. Señale la afirmación falsa. La gestión del presupuesto de gastos se realizará en las siguientes fases cuyo
contenido se establecerá reglamentariamente:

a) Autorización de gasto.
b) Disposición o compromiso de gasto.
c) Reconocimiento o liquidación de la obligación.
d) Transferencia bancaria.

32. La Ley 7/1985, de 2 de abril,  Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 20.1 d) establece
que, la Comisión Especial de Cuentas:

a) Existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el artículo 116.
b) No existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el artículo 116.
c) Existe únicamente en algunos de la totalidad de municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el artículo

116.
d) Solo existe en algunos de los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el artículo 116.
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33. Conforme a la normativa sobre el régimen jurídico del sector público:
a) Las  Administraciones  Públicas  sirven  con  objetividad  los  intereses  generales  y  actúan  de  acuerdo  con  los

principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la
Constitución, a la Ley y al Derecho.

b) Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses públicos y actúan de acuerdo con los principios
de eficiencia, jerarquía, centralización, concentración y fiscalización, con sometimiento pleno a la Constitución y al
Gobierno.

c) Las  Administraciones  Públicas  sirven  con  subjetividad  los  intereses  generales  y  de  los  grupos  de  gobierno  y
actúan  de  acuerdo  con  los  principios  de  jerarquía  procesal  y  centralización  y  concentración  de  funciones,  con
sometimiento  pleno  a  la  Ley.

d) Las Administraciones Públicas sirven con objetividad a los intereses de las mayorías y actúan de acuerdo con los
principios de eficiencia, subordinación, centralización, concentración y coordinación, con sometimiento pleno a la
Constitución.

34. De acuerdo con el artículo 4.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público,
las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán: (SEÑALAR LA RESPUESTA INCORRECTA)

a) Aplicar el principio de proporcionalidad.
b) Elegir la medida menos restrictiva.
c) Motivar las actuaciones discriminatorias, previa justificación del interés público.
d) Evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.

35. De  conformidad con el  artículo  11  de  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de  diciembre,  de  Protección de  Datos
Personales  y  garantía  de  los  derechos digitales:

a) Los datos personales obtenidos del afectado podrán ser tratados, en todo caso, para la elaboración de perfiles.
b) Cuando  los  datos  no  se  hubieran  obtenido  del  afectado  el  responsable  no  dará  información  al  mismo  si  no  lo

solicita  expresamente.
c) Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar cumplimiento

al  deber  de  información  establecido  en  el  artículo  13  del  Reglamento  (UE)  2016/679  facilitando  al  afectado  la
información  básica  deberá  contener,  al  menos:  a)  La  identidad  del  responsable  del  tratamiento  y  de  su
representante, en su caso. b) La finalidad del tratamiento. c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos
en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679; e indicándole una dirección electrónica u otro medio que
permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.

d) La obtención de los datos personales deberán recoger todos los aspectos identificativos de la persona incluyendo
su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o étnico.

36. El  artículo  97  del  RDL  5/2015,  de  30  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley  del
Estatuto  Básico  del  Empleado  Público:

a) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses.
b) Las infracciones graves nunca prescribirán.
c) Las infracciones muy graves nunca prescribirán.
d) Las infracciones leves no prescribirán.
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37. La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 22.3 establece que
corresponde al Pleno, integrado por todos los Concejales:

a) Solo  la  votación  sobre  la  moción  de  censura  al  Alcalde,  que  será  pública  y  se  realizará  mediante  llamamiento
nominal  en  todo  caso,  y  se  rige  por  lo  dispuesto  en  la  legislación  electoral  general.

b) Solo la votación sobre la cuestión de confianza planteada por el mismo, que será pública y se realizará mediante
llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

c) La votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de confianza planteada por los concejales,
que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la
legislación electoral general.

d) La votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de confianza planteada por el mismo, que
serán  públicas  y  se  realizarán  mediante  llamamiento  nominal  en  todo  caso,  y  se  rigen  por  lo  dispuesto  en  la
legislación  electoral  general.

38. Según  el  artículo  57  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común de  las
Administraciones Públicas, el órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que
haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer:

a) Solo  a  instancia  de  parte,  su  acumulación  a  otros  con  los  que  guarde  identidad  sustancial  o  íntima  conexión,
siempre  que  sea  el  mismo  órgano  quien  deba  tramitar  y  resolver  el  procedimiento.

b) Solo de oficio su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea
el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento.

c) Solo a instancia de parte no procederá su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima
conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento.

d) De  oficio  o  a  instancia  de  parte,  su  acumulación  a  otros  con  los  que  guarde  identidad  sustancial  o  íntima
conexión,  siempre  que  sea  el  mismo  órgano  quien  deba  tramitar  y  resolver  el  procedimiento.

39. En relación con los requisitos de los actos administrativos, y atendiendo al artículo 35 de la Ley 39/2015, de
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

a) Serán motivados, con sucinta referencia de alegaciones y garantías de derecho, los actos que limiten actuaciones
objetivas o derechos legítimos.

b) Serán motivados, con sucinta referencia de actuaciones y acciones positivas, los actos que preserven derechos y
protejan intereses legítimos.

c) Serán motivados, con sucinta referencia de derechos y obligaciones, los actos que permitan derechos subjetivos
o intereses legítimos.

d) Serán  motivados,  con  sucinta  referencia  de  hechos  y  fundamentos  de  derecho,  los  actos  que  limiten  derechos
subjetivos  o  intereses  legítimos.

40. Según  el  artículo  56  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común de  las
Administraciones Públicas,  antes de la iniciación del  procedimiento administrativo, el  órgano competente
para iniciar o instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable
y para la protección provisional de los intereses implicados:

a) Deberá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas.
b) Podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas.
c) No será necesario la adopción de medidas provisionales.
d) Siempre se deberán adoptar las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas.

41. En base al artículo 15.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y
garantía de los derechos digitales, relativo al derecho de supresión:

a) El responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con el fin de impedir tratamientos
futuros para fines de mercadotecnia directa.

b) El encargado podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con el fin de impedir tratamientos
futuros para fines de mercadotecnia directa.

c) El  responsable  no  podrá  conservar  los  datos  identificativos  del  afectado  necesarios  con  el  fin  de  impedir
tratamientos  futuros  para  fines  de  mercadotecnia  directa.

d) El responsable siempre deberá conservar  los datos identificativos del  afectado necesarios con el  fin  de impedir
tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.
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42. Las  Administraciones  Públicas,  conforme  al  artículo  3  de  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen
Jurídico  del  Sector  Público,  deberán  respetar  en  su  actuación  y  relaciones,  los  siguientes  principios
(SEÑALA  LA  RESPUESTA  INCORRECTA):

a) Planificación  y  dirección  por  objetivos  y  control  de  la  gestión  y  evaluación  de  los  resultados  de  las  políticas
públicas.

b) Delegación,  distribución  equitativa  y  solidaria  y  designación  de  competencias  a  las  Administraciones
jerárquicamente  inferiores.

c) Responsabilidad por la gestión pública.
d) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.

43. El  artículo  32  de  la  Ley  40/2015,  de  1  de  octubre,  de  Régimen  Jurídico  del  Sector  Público,  relativo  a  los
principios  de  la  responsabilidad  patrimonial  de  las  Administraciones  Públicas:

a) Los particulares no tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de
toda  lesión  que  sufran  en  cualquiera  de  sus  bienes  y  derechos,  siempre  que  la  lesión  sea  consecuencia  del
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el
particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley.

b) Los particulares solo tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de
toda  lesión  que  sufran  en  cualquiera  de  sus  bienes  y  derechos,  siempre  que  la  lesión  sea  consecuencia  del
funcionamiento  anormal  de  los  servicios  públicos.

c) Los particulares solo tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de
toda  lesión  que  sufran  en  cualquiera  de  sus  bienes  y  derechos,  siempre  que  la  lesión  sea  consecuencia  del
funcionamiento  normal  de  los  servicios  públicos.

d) Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda
lesión  que  sufran  en  cualquiera  de  sus  bienes  y  derechos,  siempre  que  la  lesión  sea  consecuencia  del
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el
particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley.

44. La  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones
Públicas,  establece  en  su  artículo  69  que  a  los  efectos  de  esta  Ley,  se  entenderá  por  declaración
responsable:

a) Cualquier solicitud presentada por el interesado.
b) El documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los

requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su
ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración
cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante
el período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.

c) El documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento de la Administración Pública competente
sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.

d) La comparecencia presentada por el interesado.

45. Entre los derechos incluidos en la sección 1ª del Título primero de la Constitución Española, se incluyen:
a) El derecho a la propiedad privada y a la herencia.
b) El derecho al trabajo.
c) El derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o

cualquier otro medio de reproducción.
d) El derecho al consumo sin limitaciones.

46. Conforme  al  artículo  25  de  la  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,  reguladora  de  las  Bases  del  Régimen  Local,  el
Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado y
de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a) Voluntariado medioambiental en parques insulares, autonómicos y estatales.
b) Promoción de la participación ciudadana en las competencias de todas las administraciones públicas.
c) Evaluación e información de situaciones de necesidad social  y  la atención inmediata a personas en situación o

riesgo de exclusión social.
d) Seguridad Social.
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47. De acuerdo con el  artículo  11  del  texto  refundido de la  Ley del  Estatuto Básico del  Empleado Público,  el
personal  laboral  puede ser:

a) Eventual, fijo o temporal.
b) Interino o fijo.
c) Fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) De carrera, indefinido o temporal.

48. Conforme al artículo 168 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, el presupuesto de cada uno de los organismos
autónomos  integrantes  del  general,  propuesto  inicialmente  por  el  órgano  competente  de  aquéllos,  será
remitido  a  la  Entidad  Local  de  la  que  dependan  antes  del:

a) 15 de octubre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.
b) 15 de noviembre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.
c) 15 de septiembre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.
d) 15 de diciembre de cada año, acompañado de la documentación detallada en el apartado anterior.

49. De conformidad con lo dispuesto en el  artículo 13 de la  Ley 9/2017,  de 8  de noviembre,  de Contratos del
Sector  Público,  los contratos de obras son aquellos que tienen por objeto:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto.
b) Los  que  tienen  por  objeto  la  adquisición,  el  arrendamiento  financiero,  o  el  arrendamiento,  con  o  sin  opción  de

compra,  de  productos  o  bienes  muebles.
c) Prestaciones de hacer consistentes en el  desarrollo de una actividad o dirigidas a la obtención de un resultado

distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de
forma sucesiva y por precio unitario.

d) La  adquisición  y  el  arrendamiento  de  equipos  y  sistemas  de  telecomunicaciones  o  para  el  tratamiento  de  la
información,  sus  dispositivos  y  programas.

50. De acuerdo con el artículo 16 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, los
datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten:

a) Previa autorización del afectado.
b) Sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus respectivas

competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes.
c) Previa autorización de los afectados, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean

datos relevantes.
d) En todo caso.

51. La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 11 determina que el
Municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado, que:

a) No tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines a) Solo el territorio.
b) Tiene personalidad jurídica pero no plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.
c) Tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.
d) Solo ostenta la personalidad jurídica para el cumplimiento de los servicios.

52. La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en su artículo 26.2 establece que,
en  los  municipios  con  población  inferior  a  20.000  habitantes  será  la  Diputación  provincial  o  entidad
equivalente  la  que  coordinará  la  prestación  de  los  siguientes  servicios:

a) Abastecimiento de agua potable sin efectuar el tratamiento de aguas residuales.
b) Biblioteca pública.
c) Instalaciones deportivas de uso público.
d) Alumbrado público.
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53. Conforme al artículo 29 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas:

a) Los términos y plazos establecidos en normativa de aplicación obligan a los órganos de gobierno y personal  al
servicio  de  todas  las  Administraciones  para  la  tramitación  de  los  asuntos,  así  como  a  los  interesados  en  los
mismos  y  posibles  personas  afectadas  en  cada  caso.

b) Los  términos  y  plazos  establecidos  en  la  Constitución  obligan  a  las  autoridades  y  personal  al  servicio  de  las
Administraciones  Públicas  competentes  para  la  tramitación  de  los  asuntos,  así  como  a  los  afectados  en  los
mismos.

c) Los  términos  y  plazos  establecidos  en  las  leyes  obligan  a  las  autoridades  y  personal  al  servicio  de  las
Administraciones  Públicas  competentes  para  la  tramitación  de  los  asuntos,  así  como  a  los  interesados  en  los
mismos  y  a  las  entidades  colaboradoras.  Este  extremo  es  extensible  al  público  en  general.

d) Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al  servicio de las
Administraciones  Públicas  competentes  para  la  tramitación  de  los  asuntos,  así  como  a  los  interesados  en  los
mismos.

54. Conforme al artículo 2.1 del Estatuto de Autonomía de Canarias:
a) Los poderes de la Comunidad Autónoma de Canarias se ejercen a través del Parlamento, de la Presidencia, del

Gobierno y de los Cabildos Insulares.
b) Los  poderes  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Canarias  emanan  de  la  Constitución  y  del  pueblo  canario,  en  los

términos  del  presente  Estatuto  de  Autonomía,  que  es  su  norma  institucional  básica.
c) Los poderes del Gobierno de Canarias emanan de la Constitución, del Parlamento, y de la Administración de la

Comunidad Autónoma, en los términos del presente Estatuto de Autonomía.
d) Los poderes de la Comunidad Autónoma de Canarias emanan del Parlamento, de la Presidencia y del Gobierno,

que son los máximos órganos de su autogobierno.

55. Señale la afirmación correcta, de conformidad al artículo 33.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre,
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales:

a) El  acceso  por  parte  de  un  encargado  de  tratamiento  a  los  datos  personales,  una  vez  utilizados,  producirá  el
bloqueo  consistente  en  la  identificación  y  reserva  de  los  mismos,  adoptando  medidas  técnicas  y  organizativas,
para  impedir  su  tratamiento.

b) El  acceso  por  parte  de  un  encargado  de  tratamiento  a  los  datos  personales  que  resulten  necesarios  para  la
prestación  de  un  servicio  al  responsable  no  se  considerará  comunicación  de  datos  siempre  que  se  cumpla  lo
establecido  en  el  Reglamento  (UE)  2016/679,  en  la  presente  ley  orgánica  y  en  sus  normas  de  desarrollo.

c) El acceso por parte de un encargado de tratamiento a los datos personales deberá registrarse esa actividad, en
todo caso, en el registro de actividades.

d) El  acceso  por  parte  de  un  encargado  de  tratamiento  a  los  datos  personales  que  hayan  sido  bloqueados
previamente  llevará  aparejado  la  destrucción  de  los  mismos.

56. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias la organización de su propia Administración Pública,
de conformidad con el Estatuto de Canarias y las leyes, que responderá a los principios de: (SEÑALA LA
RESPUESTA INCORRECTA)

a) Eficacia.
b) Máxima proximidad a los ciudadanos.
c) Control y supervisión de la actividad municipal.
d) Atención al hecho insular.
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57. El artículo 122 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, relativo a los Pliegos
de cláusulas administrativas particulares, establece que:

a) Los  pliegos  de  cláusulas  administrativas  particulares  no  deberán  aprobarse  previamente  a  la  autorización  del
gasto  o  conjuntamente  con  ella,  y  siempre  antes  de  la  licitación  del  contrato,  o  de  no  existir  esta,  antes  de  su
adjudicación,  y  solo  podrán  ser  modificados  con  posterioridad  por  error  material,  de  hecho  o  aritmético.

b) Los  pliegos  de  cláusulas  administrativas  particulares  no  deberán  aprobarse  previamente  a  la  autorización  del
gasto  ni  conjuntamente  con ella,  y  siempre antes  de la  licitación del  contrato,  o  de no existir  esta,  antes  de su
adjudicación,  y  no podrán ser  modificados con posterioridad ni  por  error  material,  de  hecho o  aritmético.

c) Los  pliegos  de  cláusulas  administrativas  particulares  no  deberán  aprobarse  previamente  a  la  autorización  del
gasto y nunca conjuntamente con ella, y nunca antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su
adjudicación, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, de hecho o aritmético.

d) Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse previamente a la autorización del gasto o
conjuntamente  con  ella,  y  siempre  antes  de  la  licitación  del  contrato,  o  de  no  existir  esta,  antes  de  su
adjudicación,  y  solo  podrán  ser  modificados  con  posterioridad  por  error  material,  de  hecho  o  aritmético.

58. Según  el  artículo  66  de  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común de  las
Administraciones  Públicas,  las  solicitudes  de  iniciación  deberán  contener:

a) Nombre y apellidos de persona distinta al interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.
b) Órgano, centro o unidad administrativa de cualquier administración en la que se pueda presentar la petición.
c) Hechos, razones aunque no se concrete la petición con toda claridad.
d) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la notificación.

59. Conforme al  Estatuto de Autonomía de Canarias,  entre las funciones del  Gobierno de Canarias,  están las
siguientes (SEÑALA LA RESPUESTA INCORRECTA):

a) Las funciones ejecutivas y administrativas, de conformidad con lo que establecen el Estatuto y las leyes.
b) La  planificación  de  la  política  económica  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Canarias  y  su  coordinación  con  las

políticas  insulares,  teniendo  en  cuenta  las  necesidades  de  cada  isla  y  el  interés  general.
c) Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma y aprobar los presupuestos de la misma.
d) La dirección política de la Comunidad Autónoma de Canarias y de su Administración.

60. Según el artículo 37 de la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información
pública,  el  derecho  de  acceso  podrá  ser  limitado  cuando  acceder  a  la  información  suponga  un  perjuicio
para:

a) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades
b) Todos  los  contratos,  con  indicación  del  objeto,  duración,  el  importe  de  la  licitación  y  de  adjudicación,  el

procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el
número  de  licitadores  participantes  en  el  procedimiento  y  la  identidad  del  adjudicatario,  así  como  las
modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento y renuncia de
los contratos

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y beneficiarios.
d) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.
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62. Atendiendo al artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas, respecto a los documentos aportados al procedimiento:

a) Todos  los  vecinos  pueden  aportar  al  procedimiento  administrativo  los  datos  y  documentos  que  puedan  ser
relevantes  o  cualquier  otro  que  estimen  conveniente.

b) Los  interesados  deberán  aportar  al  procedimiento  administrativo  los  datos  y  documentos  exigidos  por  las
Administraciones  Públicas  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  normativa  aplicable.

c) Los interesados podrán aportar solo aquellos documentos que las administraciones les acepten previamente.
d) Las  personas  interesadas  tienen  la  obligación  de  aportar  documentos,  independientemente  de  que  ya  se

encuentren  en  poder  de  la  Administración  actuante.

63. El artículo 17 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Públicos, se entenderá por con
contratos de servicios:

a) Los  que  constituyan  la  ejecución  de  una  obra,  aislada  o  conjuntamente  con  la  redacción  del  proyecto,  o  la
realización  de  alguno  de  los  trabajos  enumerados  en  el  Anexo  I.

b) Aquellos para la realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

c) Los  que  tienen  por  objeto  la  adquisición,  el  arrendamiento  financiero,  o  el  arrendamiento,  con  o  sin  opción  de
compra,  de  productos  o  bienes  muebles.

d) Aquellos  cuyo  objeto  son  prestaciones  de  hacer  consistentes  en  el  desarrollo  de  una  actividad  o  dirigidas  a  la
obtención  de  un  resultado  distinto  de  una  obra  o  suministro,  incluyendo  aquellos  en  que  el  adjudicatario  se
obligue  a  ejecutar  el  servicio  de  forma  sucesiva  y  por  precio  unitario.

64. El  artículo  12  del  RDL  5/2015,  de  30  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley  del
Estatuto  Básico  del  Empleado  Público,  establece  respecto  al  personal  eventual:

a) Es  personal  eventual  el  que,  en  virtud  de  nombramiento  y  con  carácter  no  permanente,  sólo  realiza  funciones
expresamente  calificadas  como  de  confianza  o  asesoramiento  especial.

b) El  número  máximo  se  establecerá  por  los  respectivos  órganos  de  gobierno.  Este  número  y  las  condiciones
retributivas  no  serán  públicas.

c) El  nombramiento  y  cese  serán  libres.  El  cese  no  tendrá  lugar,  en  todo  caso,  cuando  se  produzca  el  de  la
autoridad  a  la  que  se  preste  la  función  de  confianza  o  asesoramiento.

d) La condición de personal eventual podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la promoción
interna.

65. El  RDL  2/2004,  de  5  de  marzo,  por  el  que  se  aprueba  el  texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las
Haciendas  Locales,  determina  en  su  artículo  3,  que  constituyen  ingresos  de  derecho  privado  de  las
entidades  locales:

a) Los  rendimientos  o  productos  de  cualquier  naturaleza  derivados  de  su  patrimonio,  pero  no  las  adquisiciones  a
título  de  herencia,  legado  o  donación.

b) Los rendimientos o productos de cualquier naturaleza que no deriven de su patrimonio.
c) Exclusivamente las adquisiciones a título de herencia, legado o donación.
d) Los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así como las adquisiciones a

título de herencia, legado o donación.
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61. ¿Qué afirma el artículo 40 de la Constitución Española?
a) Los  poderes  públicos  fomentarán  políticas  públicas  positivas  y  no  intervencionistas  donde  el  acceso  al  empleo

sea  prioritario  a  partir  de  los  16  años.
b) Los  poderes  públicos  intervendrán  de  forma  excepcional  en  la  vida  económica  en  un  marco  de  libertad  de

mercado  y  en  una  política  orientada  al  pleno  empleo.
c) Los  poderes  públicos  promoverán  las  condiciones  favorables  para  el  progreso  social  y  económico  y  para  una

distribución de la renta regional y personal más equitativa en el marco de una política de estabilidad económica.
De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

d) Los  poderes  públicos  garantizarán  el  acceso  a  rentas  básicas  mínimas  iguales  para  todas  las  personas.
Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales.

PREGUNTAS DE RESERVA


